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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este fallo la impugnación interpuesta por la accionante, señora LUZ MARINA DUQUE MONTOYA, contra el fallo de tutela proferido el trece (13) de julio de dos mil seis (2006) por la señora Juez Cuarta Penal del Circuito de Pereira, con ocasión de la acción interpuesta en contra del Seguro Social y la E.S.E. Rita Arango Álvarez del Pino. 

2.- DEMANDA 

Mediante formato prediseñado, la actora informa que laboró en el Instituto de los Seguros Sociales desde el once (11) de septiembre de 1996 en el cargo de Auxiliar de Servicios Asistenciales, hasta el día veintiséis (26) de junio de 2003, cuando a través del Decreto 1750 de 2003 el Gobierno Nacional escindió de tal entidad la prestación de los servicios de salud y creó siete (7) Empresas Sociales del Estado. Fue incorporada en la E.S.E Rita Arango Álvarez del Pino sin solución de continuidad, en la clínica Pío XII de esta ciudad.
Agrega que desde la fecha en que se incorporó, estuvo afiliada a la Asociación Nacional de Enfermeras Certificadas -ANDEC- Gremio Sindical adscrito al Sindicato de Trabajadores de la Seguridad Social -Sintraseguridad Social-.

Dice también, que se le adeuda por parte del ISS los dineros correspondientes a horas extras, dominicales, festivos y nocturnos correspondientes a los años 2001 y 2002. Desde este último año ha solicitado el pago de tales acreencias tanto al Seguro Social como a la E.S.E. Rita Arango Álvarez del Pino, sin que obtenga respuesta favorable. No obstante, el pasado veinte (20) de octubre de 2005, mediante Resolución expedida por el Gerente Seccional del Seguro, se procedió al pago de acreencias laborales de los aforados, por cuanto se contaba con la disponibilidad presupuestal para el efecto; sin embargo, ella fue excluida sin ninguna justificación.
Señala que con tal actuación se le están vulnerando los derechos a la igualdad, al trabajo, al debido proceso, asociación sindical, igualdad de oportunidades para los trabajadores y a la no discriminación, entre otros, por cuanto ella también es acreedora laboral del Seguro Social por los mismos conceptos de los aforados, dado que también, ella se encuentra afiliada al Sindicato de Trabajadores del ISS.

Frente a lo anterior, presentó derecho de petición el pasado veintisiete (27) de febrero ante las oficinas del Seguro Social y de la E.S.E. Rita Arango Álvarez del Pino, respectivamente, con el fin de obtener igual trato, mediante el reconocimiento y pago de sus acreencias laborales. Transcurrieron más de dos (2) meses sin obtener respuesta por parte de la E.S.E, mientras la Gerencia Nacional de Recursos Humanos del Seguro Social continúa dilatando la cancelación de la deuda laboral excusada en que la E.S.E no aporta la información o documentación requerida para proceder a dicho pago.

Pide del Juez Constitucional, el amparo de los derechos invocados, para que se resuelvan de inmediato las diferentes peticiones presentadas, las cuales no fueron contestadas en los términos de Ley y, en consecuencia, que se le cancele lo que se le adeuda por concepto de los años 2001 y 2002. Además, que no se dilate más el pago de dichas acreencias ya que su situación económica y la de su familia es insostenible y no está en condiciones de contraer más créditos.
3.- FALLO 

Luego de haber sido trabado el respectivo contradictorio con las entidades demandadas, la señora Juez del Conocimiento inició su fallo con un análisis de las características de lo que en nuestro medios es el derecho fundamental de petición, uno de cuyos requisitos esenciales era el pedimento bien fuera escrito o verbal, el cual se echaba de menos, toda vez que como lo anunció el Jefe de la Oficina Jurídica de la E.S.E. Rita Arango Álvarez del Pino, la demandante no demostró haber elevado solicitud de reconocimiento y pago de las acreencias laborales que dice se le adeudan, incluso, con la demanda no se anexó solicitud de esa naturaleza y solamente obraba la manifestación en ese sentido hecha por la actora. En esas condiciones, concluyó que no se había vulnerado esa garantía.

De otra parte, estimó que las pretensiones de la accionante son propias de la jurisdicción contencioso administrativa, en consecuencia, frente a la existencia de otros medios de defensa judicial y al no percibirse un perjuicio irremediable, tampoco era procedente que en sede de tutela se pudiera ordenar el reconocimiento y pago de las acreencias laborales en los términos planteados en la demanda.

Además, señaló la señora funcionaria de primera instancia, que habían transcurrido más de cuatro (4) años de haberse causado las supuestas acreencias, lo cual indicaba que no se afectó su mínimo vital, sin que se presentaran justificaciones en la inactividad y mora detectadas, situación que también señalaba la improcedencia de la acción, precisamente por vulneración de la inmediatez que debe caracterizar al ejercicio de la acción de tutela.
Así las cosas, lo único que estaba demostrado era que a catorce (14) trabajadores amparados con fuero sindical, se les había cancelado los pasivos laborales adeudados, sin embargo, la actora falló en demostrar en ella tal calidad y por tanto, era imposible aceptar la violación del derecho a la igualdad, máxime cuando en el proceso no se advertía a qué se debía la diferencia.
Con fundamento en tales ponderaciones, no concedió el amparo solicitado.
4.- IMPUGNACIÓN

Al momento de serle notificado el fallo contrario a sus intereses, la accionante consignó por escrito su voluntad de apelar la decisión, razón por la cual, la Sala conoce del presente trámite.
5.- Para resolver, se considera
Tiene competencia el Tribunal para decidir la impugnación incoada por la señora LUZ MARINA DUQUE MONTOYA contra el fallo proferido por la  señora Juez Cuarta Penal del Circuito de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.
Debe la Sala, verificar si se presenta vulneración alguna de los derechos que la actora ha señalado como vulnerados. 

No obstante la no sustentación de las razones particulares que fundamentan la inconformidad con el fallo proferido –desde luego, sin que ello sea obstáculo para adoptar la decisión correspondiente-, para el Tribunal, luego de un detenido análisis de lo surtido dentro del presente trámite, se torna imprescindible arribar a la misma conclusión a la que llegó la señora Juez de primera instancia. Se dice así, por cuanto mirados con detenimiento los derechos a los que se hace alusión en la demanda presentada, ninguno de ellos aparece afectado por parte de las entidades accionadas, en los términos señalados por el escrito de demanda.
Debe decirse en primer lugar, que llama la atención de la Sala el excesivo tiempo transcurrido entre la configuración de la deuda laboral aludida y el momento en que se acude ante el Juez constitucional en aras de lograr la protección de los derechos que se invocan. En segundo término, que muy a pesar de las afirmaciones hechas al formularse la acción, relacionadas con el supuesto incumplimiento por parte del Seguro Social y/o de la E.S.E Rita Arango Álvarez del Pino al no dar respuesta oportuna a la petición hecha por la señora DUQUE MONTOYA, no se adjunte a la demanda copia de la petición elevada, o incluso, posteriormente, cuando se impugnó la decisión.

En cuanto a lo primero, se resalta que tal como acertadamente se decantó en la primera instancia, aquí falló lo relacionado con el principio de la inmediatez que es connatural a la acción de tutela, como quiera que una vez que ha transcurrido un considerable período sin que se ejerciten actos en procura de la restauración de los derechos supuestamente vulnerados, este mecanismo constitucional resulta inadecuado.

Pero además, debe tenerse en cuenta que frente a la pretensión del pago de acreencias laborales relacionadas con prestaciones sociales -que no salarios- desde tiempo atrás ha sido decantado por la jurisprudencia de la Corte Constitucional, que ello no es posible en sede de tutela. En reciente decisión, concretamente en la Sentencia T-469 del 15-06-2006, M.P. Dr. Manuel José Córdoba Espinosa, se reitera la posición:
De conformidad con la jurisprudencia reiterada de esta Corporación, la acción de tutela, dado su carácter subsidiario, sólo procede excepcionalmente para ordenar el pago de acreencias laborales, cuando en el caso concreto no existan otros medios de defensa judicial idóneos o cuando sea necesario impedir un perjuicio irremediable.
[4] Para la Corte, dado el carácter excepcional de este mecanismo constitucional de protección de los derechos, la acción de tutela no puede desplazar ni sustituir los mecanismos ordinarios establecidos en nuestro ordenamiento jurídico.
[5] También ha señalado esta Corporación que, dada la responsabilidad que cabe a los jueces ordinarios en la protección de los derechos, la procedencia de la tutela está sujeta a la ineficacia del medio de defensa judicial ordinario, situación que sólo puede determinarse en cada caso concreto.
[6] 

Finalmente, es oportuno mencionar, que en caso que la señora DUQUE MONTOYA desee insistir en su pretensión, puede perfectamente acudir a la jurisdicción ordinaria para ventilar en un proceso con el tiempo suficiente para realizar un adecuado debate probatorio, lo relacionado con las acreencias laborales que en su criterio le son adeudadas, razón de más para estimar que no es este el mecanismo idóneo para lograr la solución que la situación amerita. Por demás, tampoco se puede olvidar que no es factible hablar de un perjuicio irremediable habida cuenta de estar laborando la actora como Auxiliar de Servicios Asistenciales en la E.S.E Rita Arango Álvarez del Pino
, circunstancia que le permite sufragar los gastos que su manutención y la de su grupo familiar requieren.  

En ese orden de ideas, dado que la decisión impugnada, está debidamente fundamentada y en especial, por cuanto no se detectó ninguna vulneración de derechos fundamentales, la misma será confirmada.

6.- DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA el fallo proferido por la señora Juez Cuarta Penal del Circuito de Pereira, de conformidad con los argumentos expuestos.

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

        ALBERTO POVEDA PERDOMO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

�[4] Ver Sentencia SU-995 de 1999, MP. Carlos Gaviria Díaz. Ver también la sentencia T-1338 de 2001. MP. Jaime Córdoba Triviño. 


�[5] Corte Constitucional, Sentencia T-106 de 1993, MP. Antonio Barrera Carbonell. Al precisar el alcance del inciso 3º del artículo 86 de la Constitución, esta Corporación ha dicho que “el sentido de la norma es el de subrayar el carácter supletorio del mecanismo, es decir, que la acción de tutela como mecanismo de protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales debe ser entendida como un instrumento integrado al ordenamiento jurídico, de manera que su efectiva aplicación sólo tiene lugar cuando dentro de los diversos medios que aquél ofrece para la realización de los derechos, no exista alguno que resulte idóneo para proteger instantánea y objetivamente el que aparece vulnerado o es objeto de amenaza por virtud de una conducta positiva o negativa de una autoridad pública o de particulares en los casos señalados por la ley, a través de una valoración que siempre se hace en concreto, tomando en consideración las circunstancias del caso y la situación de la persona, eventualmente afectada con la acción u omisión. No puede existir concurrencia de medios judiciales, pues siempre prevalece la acción ordinaria; de ahí que se afirme que la tutela no es un medio adicional o complementario, pues su carácter y esencia es ser único medio de protección que, al afectado en sus derechos fundamentales, brinda el ordenamiento jurídico.” Ver también, la sentencia T-480 de 1993, MP: José Gregorio Hernández Galindo. 


�[6] Corte Constitucional, Sentencia T-069 de 2001, MP. Álvaro Tafur Galvis.


� Así aparece consignado en la respuesta suministrada por la entidad accionada, según se ve en el folio 14.
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